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Resumen 

El artículo analiza en qué medida el Plan Estatal de Vivienda 2026-2030 responde 
a las demandas de autodeterminación residencial expresadas por las personas con 
discapacidad intelectual (PDI), a partir de evidencia cualitativa procedente del proyecto 
I+D+i FRI-HOUSING. La metodología combina el análisis documental del Real Decreto 
326/2026 con ocho grupos focales realizados en distintas comunidades autónomas 
españolas con participación de 51 PDI. El análisis se estructura a partir del modelo 
multidimensional de vivienda amigable de Quesada-Cubo et al. (2025). Los resultados 
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identifican convergencias relevantes en accesibilidad cognitiva, tecnologías de apoyo, 
financiación de soluciones residenciales inclusivas y reconocimiento institucional de la 
exclusión residencial. No obstante, persisten tensiones y vacíos relacionados con la 
participación efectiva, la autodeterminación cotidiana y el control sobre los apoyos y 
decisiones residenciales. El estudio aporta una aproximación crítica al análisis de 
políticas residenciales desde las experiencias de las propias PDI. 

Palabras clave 

Personas con discapacidad intelectual, política de vivienda, 
desinstitucionalización, participación, vida independiente 

Abstract 

This article analyses the extent to which the Spanish State Housing Plan 2026-
2030 responds to the demands for residential self-determination expressed by people 
with intellectual disabilities (ID), based on qualitative evidence from the FRI-HOUSING 
project. The methodology combines documentary analysis of Royal Decree 326/2026 
(2026) with eight focus groups conducted across different Spanish autonomous 
communities involving 51 people with intellectual disabilities. The analysis is structured 
around the multidimensional friendly housing model proposed by Quesada-Cubo et al. 
(2025). The findings identify relevant convergences in cognitive accessibility, assistive 
technologies, funding for inclusive housing solutions, and institutional recognition of 
residential exclusion. However, tensions and gaps persist regarding effective 
participation, everyday self-determination, and control over support arrangements and 
residential decision-making. The study provides a critical approach to the analysis of 
housing policies grounded in the experiences of people with intellectual disabilities 
themselves. 

Key words 

Intellectual disability, housing policy, self-determination, deinstitutionalisation, 
participation, independent living 
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1. Introducción 

El 23 de abril de 2026, el Boletín Oficial del Estado publicó el Real Decreto 326/2026, por 
el que se regula el Plan Estatal de Vivienda 2026-2030 (en adelante, el Plan). Se trata del 
primer Plan aprobado al amparo de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la 
vivienda, que define la vivienda como uno de los pilares fundamentales del Estado del 
bienestar. Entre sus principales novedades está la identificación en el preámbulo del Plan 
de la institucionalización y segregación de las personas con discapacidad o en situación 
de dependencia como una de las formas más extremas de exclusión residencial que las 
políticas públicas deben contribuir a revertir (RD 326/2026). Esta formulación introduce 
un cambio significativo en la planificación habitacional española, históricamente 
centrada en el acceso, la promoción o la rehabilitación residencial, pero mucho menos 
atenta a las implicaciones sociales y relacionales de los modelos de vivienda dirigidos a 
colectivos en situación de vulnerabilidad. 

En este contexto, surge una pregunta relevante desde la perspectiva de las políticas 
públicas y los estudios sobre discapacidad: ¿En qué medida el articulado del Plan 
responde a lo que las propias personas con discapacidad intelectual (en adelante, PDI) 
definen como necesario para habitar con dignidad y autonomía? 

La pregunta adquiere especial relevancia en el contexto español. Según el Instituto 
Nacional de Estadística —en adelante, INE— (2022), más de 4,3 millones de personas 
presentan algún tipo de discapacidad, de las cuales una proporción significativa 
experimenta limitaciones relacionadas con la movilidad, la vida doméstica y la 
participación cotidiana. El Informe Olivenza (Observatorio Estatal de la Discapacidad 
2026) señala que más de 378.000 personas continúan residiendo en recursos colectivos, 
en un escenario marcado por el envejecimiento progresivo de la población 
institucionalizada y por una importante feminización de los cuidados y de la 
dependencia. Paralelamente, la Estrategia Estatal para un nuevo modelo de cuidados en 
la comunidad: un proceso de desinstitucionalización (2024-2030) plantea como objetivo 
prioritario el tránsito hacia modelos comunitarios de apoyo y convivencia (Ministerio de 
Derechos Sociales, Consumo y Agenda 2030 2024) estando en línea con la Estrategia 
Europea sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 2021-2030 (Comisión 
Europea 2021).  

En este marco, el proyecto FRI-HOUSING5 ha generado evidencias empíricas sobre 
cómo las PDI, sus familias, profesionales, actores institucionales y entornos vecinales 
definen, experimentan y valoran las condiciones necesarias para una vivienda inclusiva 
y amigable en distintos contextos territoriales de España. A partir de dichas evidencias, 
y tomando como referencia analítica el modelo multidimensional de vivienda amigable 
propuesto por Quesada-Cubo et al. (2025), este artículo analiza el alcance de las medidas, 
enfoques y prioridades incorporadas en el Plan Estatal de Vivienda 2026-2030 responde 
a las necesidades residenciales identificadas por las propias PDI. 

El artículo se estructura en seis apartados. Tras esta introducción, se presenta el marco 
teórico, organizado en torno al paradigma de la vida independiente, la vivienda como 

 
5 Proyecto de I+D+i “Entornos inclusivos y sostenibles para personas con discapacidad intelectual: 
Diagnóstico y evaluación de indicadores para identificación de ‘viviendas amables’” (ref. PID2022-
140619OB-I00).  
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espacio multidimensional y el análisis crítico de políticas públicas. Posteriormente, se 
expone el diseño metodológico y la estrategia analítica empleada. A continuación, se 
presentan los resultados organizados en convergencias, tensiones y vacíos identificados 
entre el Plan y las experiencias residenciales de las PDI. Finalmente, se desarrolla la 
discusión y se plantean las principales conclusiones e implicaciones para el diseño de 
políticas públicas orientadas a la inclusión residencial y la vida en comunidad. 

2. Marco teórico 

2.1. Del asistencialismo al derecho: vida independiente y autodeterminación 
residencial 

La trayectoria histórica de las PDI ha estado marcada por procesos de 
institucionalización que limitaron de manera significativa su autonomía, su 
participación social y su capacidad de decisión sobre la propia vida (Díaz 2014, Muyor 
2019, Casado 2023, Felipe-Castaño et al. 2025). Frente a este modelo, el movimiento de 
vida independiente defendió el derecho de las personas con discapacidad a ejercer el 
mismo grado de control sobre sus vidas y su participación comunitaria que el resto de 
la ciudadanía (Ginés Castellet 2025). Se trata de vivir de verdad, no de existir (Morris et 
al. 2025). Este cambio de paradigma fue reconocido internacionalmente mediante la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (ONU 2006), cuyo 
artículo 19 establece el derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la 
comunidad. Desde esta perspectiva, la vida independiente no se define como 
autosuficiencia individual, sino como la posibilidad de ejercer control sobre la propia 
vida contando con los apoyos necesarios (ONU 2006, Asís 2026). El desplazamiento del 
asistencialismo hacia un enfoque basado en derechos implica reconocer a las PDI como 
sujetos de decisión y no únicamente como destinatarias de atención o protección (Herrán 
Ortiz 2025, Ginés Castellet 2025); bajo esta premisa, la autodeterminación se consolida 
como una dimensión esencial del modelo multidimensional de calidad de vida, 
permitiendo que la persona actúe como el agente causal de su propia trayectoria vital 
(Schalock et al. 2005, 2010). 

No obstante, la literatura especializada advierte de que la transición desde modelos 
institucionales hacia entornos comunitarios no garantiza automáticamente experiencias 
residenciales basadas en la autodeterminación. Autores como Altermark (2017) y Blood 
et al. (2023) señalan que la desaparición de las grandes instituciones residenciales no 
implica la eliminación de formas de control sobre las personas con discapacidad, sino su 
reconfiguración en modalidades más difusas y descentralizadas. Las posibilidades reales 
de elección residencial continúan condicionadas por factores estructurales como la 
escasez de vivienda accesible, la limitada oferta de apoyos o las restricciones económicas 
(Blood et al. 2023). En una línea similar, Björnsdóttir et al. (2015) documentaron que 
determinados apoyos domiciliarios continúan reproduciendo dinámicas paternalistas 
que limitan la autonomía cotidiana de las PDI. Más recientemente, Ribenfors et al. (2025), 
en un estudio cualitativo desarrollado en Inglaterra con personas residentes en 
modalidades de supported living, muestran que las relaciones de poder que atraviesan la 
experiencia del hogar siguen siendo especialmente relevantes para las PDI debido a sus 
trayectorias previas de privación de autonomía. En el contexto español, Fullana et al. 
(2025) subrayan que el avance hacia modelos personalizados de apoyo depende menos 



Munuera, Minguela, Díaz-Jiménez, De la Fuente  

6 

de la intensidad de los recursos que de su capacidad para sostener decisiones cotidianas 
y elecciones significativas.  

Esta perspectiva resulta especialmente relevante para el análisis de las políticas 
residenciales dirigidas a PDI. La cuestión central no es únicamente si existen apoyos o 
recursos habitacionales, sino en qué medida estos favorecen experiencias residenciales 
compatibles con la elección, el control cotidiano y la participación en la vida comunitaria. 
En este sentido, las Directrices sobre desinstitucionalización del Comité sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad (ONU 2022) subrayan la importancia de 
desarrollar apoyos comunitarios que permitan a las personas con discapacidad 
participar activamente en las decisiones que afectan a su vida. 

2.2. La vivienda como espacio multidimensional y como objeto de análisis de políticas 
públicas 

Desde una perspectiva integradora, la vivienda no constituye únicamente una 
infraestructura física, sino un entorno vital en el que se articulan relaciones sociales, 
prácticas cotidianas y procesos de construcción identitaria (Wister 2005, Eriksson y 
Lindström 2008). El bienestar residencial depende de la interacción entre dimensiones 
materiales, sociales y simbólicas que configuran la experiencia cotidiana de habitar 
(Cummins et al. 2007). Esta aproximación exige superar enfoques centrados 
exclusivamente en la accesibilidad arquitectónica para incorporar dimensiones 
funcionales, cognitivas, relacionales y emocionales como parte de un diseño residencial 
centrado en la persona (Minguela y Munuera 2026). 

En el ámbito específico de la discapacidad intelectual, Yong et al. (2023), a partir de una 
revisión de alcance sobre teorías del diseño residencial, concluyen que los entornos 
inclusivos deben favorecer condiciones de seguridad, confort, control y aprendizaje que 
permitan una interacción significativa entre la persona y su entorno. Desde esta 
perspectiva ecológica, la vivienda adquiere sentido en relación con las experiencias, 
preferencias y significados atribuidos por quienes la habitan (Chinn et al. 2024). 

Este enfoque constituye la base del modelo multidimensional de vivienda amigable 
desarrollado por Quesada-Cubo et al. (2025), que identifica cinco dimensiones relevantes 
para analizar entornos residenciales inclusivos para PDI: física, social, natural, de apoyos 
y simbólica. Más que entender la vivienda únicamente como una unidad habitacional, 
este modelo permite analizarla como un espacio complejo donde convergen 
accesibilidad, relaciones sociales, apoyos cotidianos, vínculos comunitarios y sentidos 
de pertenencia. En consecuencia, el modelo ofrece un marco analítico especialmente útil 
para examinar en qué medida las políticas públicas de vivienda responden a las 
necesidades y experiencias expresadas por las propias PDI. 

Desde la perspectiva del análisis de políticas públicas, resulta relevante examinar la 
distancia entre las definiciones institucionales de las necesidades residenciales y las 
experiencias expresadas por las personas destinatarias de las políticas. Estas tensiones 
pueden manifestarse cuando los instrumentos, prioridades o categorías administrativas 
de una política responden solo parcialmente a las necesidades cotidianas y relacionales 
identificadas por las propias personas afectadas. En el caso del Plan Estatal de Vivienda 
2026-2030, esta cuestión adquiere especial relevancia en relación con dimensiones 
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vinculadas a la autodeterminación residencial, el control sobre los apoyos y la capacidad 
de decisión cotidiana de las PDI. 

Este análisis se sitúa en la tradición del análisis crítico de políticas públicas, que entiende 
las políticas no únicamente como instrumentos técnicos, sino también como espacios 
donde se definen formas concretas de autonomía, dependencia y participación social 
(Bacchi 2009). Desde esta perspectiva, una política residencial dirigida a PDI no puede 
evaluarse exclusivamente por su dotación económica o por la existencia formal de 
recursos habitacionales, sino también por el tipo de experiencias residenciales y 
relaciones de autonomía que favorece. 

2.3. Participación y toma de decisiones en las políticas residenciales 

La participación de las personas con discapacidad en las decisiones que afectan a su vida 
constituye uno de los principios centrales del enfoque contemporáneo de derechos 
humanos en discapacidad. El artículo 4.3 de la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad establece la obligación de consultar e involucrar activamente 
a las personas con discapacidad, a través de las organizaciones que las representan, en 
la elaboración y aplicación de políticas y legislación relacionadas con ellas (ONU 2006). 

La literatura especializada distingue entre formas nominales y sustantivas de 
participación (Walmsley y Johnson 2003, Nind 2008). La participación nominal se limita 
a procesos de información o consulta sin capacidad real de incidencia en las decisiones 
adoptadas, mientras que la participación sustantiva implica que las personas afectadas 
intervienen de manera efectiva en la definición, diseño y evaluación de las políticas que 
les afectan. En el ámbito residencial, esta distinción adquiere una relevancia particular, 
ya que las decisiones sobre dónde vivir, con quién convivir o qué apoyos recibir afectan 
directamente a la autonomía cotidiana y a la experiencia de ciudadanía de las PDI. 

La exclusión histórica de las PDI de los procesos de toma de decisiones sobre vivienda y 
apoyos residenciales ha sido documentada de manera consistente en la literatura 
internacional (Power y Bartlett 2018, Blood et al. 2023). Desde esta perspectiva, analizar 
las políticas de vivienda dirigidas a PDI implica no solo examinar la existencia de 
recursos o modalidades residenciales, sino también considerar en qué medida dichas 
políticas incorporan mecanismos que favorezcan la capacidad de elección, el control 
cotidiano y la participación efectiva de las personas en las decisiones relacionadas con 
su vida residencial. 

3. Metodología 

3.1. Fuentes de información y producción de datos 

El estudio adopta un diseño de análisis crítico de políticas sustentado en evidencia 
empírica cualitativa. Este enfoque combina el análisis sistemático de documentos 
normativos con las experiencias y significados atribuidos por los grupos directamente 
afectados por dichas políticas, permitiendo examinar de forma relacional los marcos 
institucionales y el conocimiento experiencial (Walmsley y Johnson 2003, Bacchi 2009). 

El estudio adopta un enfoque interpretativo y de derechos humanos, alineado con los 
Critical Disability Studies, los cuales entienden la discapacidad como una construcción 
social y política atravesada por relaciones de poder, exclusión y desigualdad, 
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enfatizando la voz y experiencia de las personas con discapacidad (Goodley et al. 2019). 
Desde este enfoque, las políticas de vivienda no se entienden únicamente como 
instrumentos técnicos de provisión residencial, sino también como espacios donde 
determinadas formas de autonomía, participación y dependencia son reconocidas, 
priorizadas o limitadas. Por lo tanto, las PDI se consideran fundamentales para 
interpretar el alcance y las limitaciones de las respuestas institucionales en materia 
residencial. 

La estrategia de producción de datos combinó dos fuentes principales de información. 
La primera consistió en el análisis documental del Real Decreto 326/2026 por el que se 
regula el Plan Estatal de Vivienda 2026-2030. El documento fue analizado en su 
totalidad, incluyendo el preámbulo, los 158 artículos, las 11 disposiciones adicionales, 
las 5 disposiciones finales y los 5 anexos. El análisis documental se orientó mediante tres 
criterios de relevancia: (1) referencias explícitas a discapacidad, situaciones de 
dependencia funcional, inclusión residencial o vida en comunidad; (2) instrumentos 
financieros y medidas con potencial incidencia sobre las condiciones residenciales de las 
PDI; y (3) mecanismos relacionados con la participación, adjudicación o toma de 
decisiones vinculadas a las actuaciones residenciales. 

La segunda fuente de información procedió del proyecto de I+D+i FRI-HOUSING, 
investigación que se desarrolló en España mediante la realización de ocho grupos focales 
(Morgan 1997) distribuidos territorialmente en Jerez de la Frontera, Madrid, Barcelona, 
Vigo, Tenerife, Alicante, Valladolid y Sevilla. La selección respondió a una estrategia de 
maximum variation sampling (Patton 2015), orientada a capturar diversidad contextual 
relevante más que representatividad estadística. Esta heterogeneidad territorial permitió 
incorporar distintas configuraciones residenciales, modelos de provisión de apoyos y 
marcos socioculturales, ampliando el espectro experiencial del concepto de “vivienda 
amable”. La participación alcanzó un total de 51 PDI distribuidas en ocho grupos focales, 
con tamaños variables y una media de seis participantes por grupo. 

El perfil sociodemográfico se caracterizó por su diversidad y persistencia de barreras 
estructurales en diversos ámbitos de su vida. La edad media de las personas 
participantes fue de 40,98 años de un rango de 21 a 73 años siendo 54,9 % mujeres y 
45,1 % hombres. El grado de discapacidad reconocido entre el 46 % y el 94 %. En cuanto 
al nivel educativo, el 56 % tenían estudios de educación primaria, el 18 % de secundaria 
y el 10 % de formación profesional. La mayoría de las personas participantes viven en 
entornos urbanos. La modalidad residencial más frecuente fue la vivienda 
independiente con apoyo (41,2 %), seguida del hogar familiar (33,3 %) y la residencia 
institucional (19,6 %). Solo un 3,9 % vivía de forma completamente independiente y sin 
apoyos. 

El personal investigador con experiencia en discapacidad intelectual, trabajo social e 
investigación participativa moderó los grupos focales. A lo largo de todo el proceso se 
incorporaron medidas de accesibilidad cognitiva, incluyendo el uso de lenguaje claro, 
secuenciación progresiva de los temas, reformulación de preguntas cuando fue necesario 
y adaptación del ritmo de discusión a las necesidades comunicativas de las personas 
participantes (Munuera y Alemán 2015). Las sesiones, desarrolladas íntegramente en 
español, tuvieron una duración aproximada de entre 60 y 90 minutos, y fueron grabadas 
en audio previo consentimiento informado de las personas participantes. 
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El estudio fue autorizado por la Comisión Ética para la Investigación con Seres Humanos 
(CEIH) de la Universidad Pablo de Olavide, con código 24/4-5 (fecha 10/05/2024). El 
proyecto cumple con los principios fundamentales de la Declaración de Helsinki, el 
Convenio de Oviedo relativo a los Derechos Humanos y la Biomedicina, la Declaración 
Universal de la UNESCO sobre el Genoma Humano y los Derechos Humanos, así como 
la normativa española en materia de protección de datos (Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre). Todas las personas participantes otorgaron consentimiento informado en 
formato de lectura fácil, garantizando comprensión accesible del estudio, voluntariedad 
de participación y confidencialidad de la información recogida. 

3.2. Estrategia de análisis 

La estrategia analítica examinó la relación entre las definiciones institucionales de las 
necesidades residenciales incorporadas en el Plan Estatal de Vivienda 2026-2030 y las 
experiencias, expectativas y significados atribuidos a la vivienda por las PDI, prestando 
especial atención a dimensiones vinculadas con la autonomía cotidiana, la 
autodeterminación residencial, los apoyos y la participación en la vida comunitaria, en 
consonancia con los dominios de bienestar propuestos por Schalock et al. (2005, 2010). 

El análisis documental examinó cómo las necesidades residenciales son definidas, 
priorizadas y operacionalizadas institucionalmente en el Plan, así como el grado en que 
dichas definiciones responden a las experiencias y expectativas residenciales expresadas 
por las PDI. Los fragmentos relevantes del Plan fueron organizados en una matriz 
analítica estructurada en torno a las cinco dimensiones del modelo multidimensional de 
vivienda amigable propuesto por Quesada-Cubo et al. (2025): física, social, natural, de 
apoyos y simbólica. Durante el proceso analítico emergieron además dos categorías 
adicionales derivadas inductivamente del material: incentivos económicos diferenciados 
para personas con discapacidad y mecanismos de participación. En paralelo, el análisis 
de los grupos focales siguió una estrategia de análisis de contenido interpretativo 
informada por el mismo modelo multidimensional de vivienda amigable (Friese 2019). 
Las unidades de significado fueron organizadas según las dimensiones analíticas del 
modelo y la codificación y organización de los datos fue asistida mediante el software 
ATLAS.ti (v.23). 

El proceso analítico incluyó la revisión independiente de segmentos del material por 
parte del equipo de investigación, así como revisión conjunta de categorías y temas 
durante el desarrollo del análisis. Se prestó especial atención a preservar los significados 
y experiencias expresados por las propias personas participantes, manteniendo la 
trazabilidad entre los discursos originales y las categorías analíticas desarrolladas.  

El sistema de codificación alfanumérico (P[número], GF-[ciudad]) permite vincular cada 
cita a su contexto de producción sin comprometer el anonimato de las personas 
participantes. 

El cruce analítico se organizó en torno a tres categorías derivadas del marco teórico y 
refinadas progresivamente durante el análisis: 

1. Convergencias: Entendidas como correspondencias explícitas entre 
instrumentos o medidas incorporadas en el Plan y necesidades, demandas o 
expectativas expresadas por las PDI.  
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2. Tensiones: Entendidas como desajustes entre la lógica operativa del Plan y 
los principios de autonomía, participación y autodeterminación presentes en 
los discursos de las personas participantes.  

3. Vacíos: Entendidos como necesidades o dimensiones de la experiencia 
residencial identificadas por las personas participantes para las que el Plan 
no contempla una respuesta institucional específica.  

4. Resultados 

4.1. Convergencias: cuando el Plan y las PDI apuntan en la misma dirección 

El análisis documental permite identificar convergencias sustantivas entre el articulado 
del Plan y las demandas residenciales de las PDI en cuatro ámbitos: 

En primer lugar, la accesibilidad cognitiva y tecnológica. El discurso de las PDI 
incorpora demandas de accesibilidad que trascienden las barreras arquitectónicas. 
Varios participantes describen adaptaciones sensoriales e instrumentales como 
condición básica de habitabilidad: 

¿Por ejemplo en mi piso, no? Hay un piso que es accesible porque tiene iluminación 
porque hay dos sordos. Y entonces, ese sí tiene la iluminación, cuando toco el timbre se 
encienden unos pilotos y entonces eso sale cuando está él (P38, GF-Madrid).6 

Dentro de la casa, comprender los usos de la casa, el poner una lavadora yo tengo un 
papelito que pone el programa y el tiempo y qué pasos tengo que hacer para que la 
lavadora haga esta función. Yo necesito que me digas el programa que necesito y usaré 
recurrentemente (P19, GF-Barcelona). 

El Plan incorpora medidas orientadas a ampliar la accesibilidad más allá de la 
eliminación de barreras físicas, incluyendo sistemas domóticos, tecnologías de apoyo y 
dispositivos adaptados a personas con discapacidad sensorial o intelectual (arts. 28.4, 
38.5, 55.5, 65.7 y 98.2). Estas medidas muestran una aproximación a la accesibilidad 
coherente con las demandas expresadas por las PDI respecto a la comprensión y uso 
cotidiano del entorno doméstico. 

En segundo lugar, el Plan incorpora modalidades residenciales orientadas a la inclusión 
comunitaria y a la provisión de apoyos relacionales. El artículo7 60 contempla soluciones 
residenciales diseñadas en torno a la interrelación de las personas, la inclusión social y 
la provisión de cuidados y apoyos, incorporando una concepción de la vivienda que 
trasciende la dimensión exclusivamente física o individual del habitar. Esta orientación 
converge con los discursos de las PDI, que describen la vida independiente no como 
ausencia de apoyos, sino como una experiencia sostenida mediante redes formales e 
informales de acompañamiento cotidiano. Como explicaba una participante: 

Yo vivo sola y si tengo algún problema, pues como tengo un grupo de WhatsApp, por 
lo menos de la parte de la familia de mi padre y también tengo el número de teléfono 
de (---) del centro de (---) y de un montón de monitores (P05, GF-Cádiz). 

 
6 Este texto se ha adaptado para mejorar su comprensión. 
7 Artículo 60. Objeto. El objeto de esta ayuda es el fomento de la promoción de viviendas en régimen 
cooperativo, de alojamientos, de viviendas intergeneracionales y de soluciones residenciales diseñadas en 
torno a la interrelación de las personas, su inclusión social o la provisión de cuidados y apoyos. 
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En tercer lugar, destacan las ayudas económicas diferenciadas dirigidas a personas con 
discapacidad. El Plan amplía los umbrales de ingresos para acceder a determinadas 
ayudas residenciales —5,5 veces el IPREM para grados iguales o superiores al 33 % y 6 
veces el IPREM para grados iguales o superiores al 65 % (arts. 22.1, 32 y 116.1.c)— 
reconociendo las mayores dificultades económicas que afectan a este colectivo. Esta 
orientación converge con los discursos de las PDI, en los que aparecen reiteradamente 
referencias a las limitaciones económicas para acceder a una vivienda independiente:  

Las pagas deberían estar más altas […] yo no me podría ir a vivir solo (P43, GF-Sevilla). 

En cuarto lugar, destaca el reconocimiento normativo de la institucionalización y la 
segregación residencial como problemáticas públicas. El preámbulo del Plan nombra 
explícitamente la institucionalización y segregación de personas con discapacidad o en 
situación de dependencia como formas extremas de exclusión residencial que deben ser 
revertidas, y sitúa la vivienda como un componente el quinto pilar del Estado del 
bienestar. Este reconocimiento converge con los discursos de las PDI en la medida en 
que estas no demandan únicamente una vivienda accesible, sino también entornos 
residenciales no segregados, integrados en la vida cotidiana del barrio y compatibles con 
una experiencia de ciudadanía ordinaria. El Plan responde a estas demandas en 
concreto, el artículo 61.4 incorpora un mecanismo técnico clave que permite solicitar las 
ayudas para solo una parte de los alojamientos o viviendas de una promoción, con el fin 
explícito de favorecer la «diversidad de tipologías de proyecto y de perfiles 
socioeconómicos». Este diseño legal favorece modelos residenciales más próximos a las 
experiencias de normalidad vecinal y arraigo comunitario valoradas por las personas 
participantes. La flexibilidad del Plan para crear edificios mixtos coincide con el deseo 
de las PDI de no vivir en complejos segregados, sino en entornos donde se sientan 
ciudadanos iguales, tal como reflejan sus testimonios:  

Y con mis vecinos de maravilla, todos me conocen (P09, GF-Valladolid).  

Esta integración orgánica permite que la vida independiente se desarrolle en la 
cotidianidad del comercio local y la vecindad:  

Bajo nuestro piso tengo una peluquería […] ya me conocen […] y en el Mercadona […] 
algunos también me conocen […] (P17, GF-Alicante). 

Yo tengo todo cerca de casa: centro de salud, farmacia, Hiperdino, la Fundación a cinco 
minutos (P30, GF-Tenerife). 

4.2. Tensiones: cuando la lógica del Plan y la lógica de las PDI divergen 

Las convergencias identificadas coexisten con tensiones estructurales que revelan una 
distancia significativa entre la lógica operativa del Plan y los principios de 
autodeterminación presentes en el discurso de las PDI. 

La primera tensión se refiere a las limitaciones de la respuesta del Plan frente a las 
condiciones económicas que condicionan la vida independiente de muchas PDI. Aunque 
el Plan amplía los umbrales IPREM y contempla ayudas específicas para personas con 
discapacidad, los discursos de las personas participantes muestran que las dificultades 
de acceso residencial no se reducen únicamente a los costes del alquiler, sino también a 
unos ingresos frecuentemente insuficientes, pensiones no contributivas, prestaciones de 
dependencia o salarios reducidos, para sostener su vida independiente. Las personas 



Munuera, Minguela, Díaz-Jiménez, De la Fuente  

12 

participantes describen de manera reiterada cómo las limitaciones económicas 
condicionan sus posibilidades reales de emancipación residencial y autonomía 
cotidiana:  

Yo con 776 euros, al menos. Bueno, dos pagas extra... Bueno, dos pagas extra al año y 
yo no me podría ir a vivir solo (P18, GF-Sevilla);  

Y no sube el gobierno dinero, nos dan el mismo dinero siempre. Al mes nos falta dinero 
para comer y todo, tenemos justo todo porque tienes que coger del mes siguiente para 
poder comer (P15, GF-Alicante). 

Una segunda tensión se relaciona con la forma en que el Plan categoriza y operacionaliza 
las necesidades residenciales de las personas con discapacidad. Los incentivos 
específicos previstos en los artículos 28.4, 38.5 y 55.5 vinculan financiación adicional a 
determinados perfiles de gran dependencia y a la incorporación de soluciones 
tecnológicas como sistemas domóticos. Aunque estas medidas pueden favorecer la 
autonomía y la seguridad residencial de algunas personas, los discursos de las PDI 
muestran experiencias y necesidades de apoyo más heterogéneas y situadas. Algunas 
personas participantes valoran positivamente determinados recursos tecnológicos por 
facilitar autonomía funcional y seguridad dentro del hogar:  

Ese piso […] es accesible porque tiene iluminación […] cuando tocan el timbre se 
encienden unos pilotos […] (P38, GF-Madrid).  

Sin embargo, otras personas describen experiencias de frustración o escasa utilidad 
práctica respecto a determinadas tecnologías de apoyo:  

Yo tengo HeyGoogle. Cada vez que le digo una pregunta, me dice: “no te entiendo”, y 
yo le digo: “al carajo” (P03, GF-Cádiz).  

Otras personas enfatizan, sin embargo, necesidades de apoyo más vinculadas al 
acompañamiento cotidiano o a la comprensión práctica de las tareas domésticas:  

Dentro de la casa, comprender los usos de la casa […] poner una lavadora […] tengo un 
papelito […] qué pasos tengo que hacer […] (P19, GF-Barcelona).  

Del mismo modo, algunas personas describen aspiraciones de vida independiente 
compatibles con apoyos intermedios y no necesariamente asociadas a situaciones de 
gran dependencia:  

Yo quiero vivir solo, pero con alguien que me ayude algunas veces (P24, GF-Sevilla). 

Me gustaría vivir por mi cuenta, pero saber que tengo apoyo si me pasa algo (P10, GF-
Vigo). 

La tercera tensión se encuentra entre la obligatoriedad de la publicidad institucional por 
parte del Plan y el deseo de inclusión sin estigmas por parte de las PDI. Mientras que el 
artículo 153 del Real Decreto exige que todas las actuaciones financiadas, incluidas las 
soluciones residenciales del artículo 60, exhiban un cartel con la imagen del Ministerio 
de Vivienda y Agenda Urbana como mecanismo de identificación institucional y 
transparencia administrativa, las personas participantes la perciben como una barrera 
para su plena inclusión social. De hecho, estos distintivos físicos introducen elementos 
visibles de identificación institucional en espacios residenciales cotidianos, lo que genera 
rechazo tal como muestran sus afirmaciones:  
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Yo creo que a nadie le gusta [los carteles identificadores de vivienda tutelada] (P25, GF-
Barcelona). 

Es que eso que nos clasifican (P43, GF-Sevilla). 

El cartel no lo queremos por nuestra intimidad (P50, GF-Vigo). 

Las experiencias de rechazo y categorización social documentadas en los grupos focales 
muestran que el estigma residencial no opera únicamente a través de grandes 
instituciones, sino también mediante marcadores cotidianos que identifican a las PDI 
como sujetos “diferentes” dentro del espacio comunitario:  

Los vecinos a veces dicen que no tenemos que vivir aquí […] (P07, GF-Valladolid). 

La preocupación expresada por las PDI respecto a la señalización de viviendas tuteladas 
refleja una demanda de normalización residencial que trasciende la accesibilidad física 
y conecta con el reconocimiento simbólico como vecinas y ciudadanos en igualdad de 
condiciones (Blood et al. 2023, Ribenfors et al. 2025). 

4.3. Vacíos: lo que el Plan no contempla 

Más allá de las convergencias y tensiones identificadas, el análisis documental permite 
reconocer distintos vacíos en el articulado del Plan, dimensiones relevantes para las PDI 
respecto a las cuales no se incorporan mecanismos específicos de respuesta institucional. 
Desde el inicio, el preámbulo del Plan incorpora referencias a la vida independiente y a 
la inclusión comunitaria como principios orientadores, el desarrollo normativo se 
concentra principalmente en instrumentos vinculados a financiación, accesibilidad y 
provisión de apoyos.  

El primer vacío se refiere a la participación directa de las PDI en el diseño, seguimiento 
y evaluación de las políticas residenciales. El Plan establece distintos niveles de 
cooperación administrativa —Conferencia Sectorial, Comisión Multilateral y 
Comisiones Bilaterales (art. 152)— y prevé la creación de un Consejo Asesor de Vivienda 
(D.A. 9ª). Sin embargo, el articulado no incorpora mecanismos específicos de 
participación activa de las PDI ni de sus organizaciones representativas en la definición 
o evaluación de las actuaciones residenciales. Asimismo, aunque la Disposición 
Adicional 11ª regula procedimientos de adjudicación transparente mediante registros de 
demandantes, estos mecanismos se orientan al acceso administrativo y no a la 
participación efectiva en el diseño de las políticas. Este vacío adquiere especial relevancia 
considerando que las propias PDI identifican la posibilidad de decidir sobre dónde y 
cómo vivir como un elemento central de la vida independiente:  

A mí me mandaron a un sitio y no me dijeron: “¿Dónde quieres quedarte?” (P31, GF-
Tenerife).  

En una línea similar, otra participante señalaba:  

Nunca nos preguntan cómo queremos vivir (P30, GF-Barcelona). 

mientras que otra reivindicaba de forma explícita:  

Deberían escuchar más a las personas con discapacidad (P11, GF-Madrid). 

El segundo vacío afecta a la accesibilidad cognitiva de los procedimientos 
administrativos asociados al acceso a ayudas y recursos residenciales. Aunque el Plan 
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contempla financiación destinada a accesibilidad cognitiva y adaptación funcional de las 
viviendas, el articulado no establece requisitos específicos de accesibilidad cognitiva en 
los procesos de solicitud, tramitación y adjudicación de ayudas. Esta ausencia resulta 
especialmente significativa si se considera que varias personas participantes 
describieron dificultades para comprender procedimientos, gestionar documentación o 
desenvolverse de manera autónoma en trámites cotidianos relacionados con la vivienda 
y la vida independiente:  

A veces las cosas vienen muy difíciles de entender (P16, GF-Valladolid). 

Yo necesito que me expliquen las cosas despacio (P4, GF-Jerez). 

Si no me ayudan con los papeles, yo solo no puedo (P28, GF-Sevilla). 

El tercer vacío se relaciona con el enfoque de evaluación incorporado en el Plan. Los 
mecanismos de seguimiento y evaluación previstos (arts. 154-157) se centran en 
indicadores técnicos, financieros y de gestión administrativa.  

Aunque este enfoque resulta coherente con la lógica administrativa y financiera del Plan, 
los discursos de las personas participantes muestran que la experiencia residencial se 
vincula no solo al acceso material a una vivienda, sino también a la posibilidad de 
sentirse reconocidas, seguras y vinculadas al entorno social y vecinal:  

Lo importante es sentirte tranquilo y a gusto (P9, GF-Vigo). 

Quiero vivir en un sitio donde me conozcan y me saluden (P17, GF-Vigo). 

Sentirme parte del barrio (P25, GF-Madrid). 

El cuarto vacío afecta al estigma y la discriminación en el acceso al mercado residencial. 
Aunque el preámbulo del Plan menciona la Ley 15/2022 integral para la igualdad de 
trato y la no discriminación, el articulado no desarrolla medidas específicas orientadas a 
prevenir o abordar situaciones de discriminación vinculadas a la discapacidad en el 
acceso al alquiler. Las experiencias compartidas por las PDI muestran que este tipo de 
barreras continúa presente en el acceso cotidiano a la vivienda:  

Cuando dices que tienes una discapacidad nos discriminan a tope. En el mundo de la 
vivienda, si dices que tienes discapacidad y [no eres] propietario te ponen a parir […] 
(P20, GF-Barcelona).  

Estas experiencias sugieren que el reconocimiento formal de las personas con 
discapacidad como potenciales beneficiarios de ayudas y recursos residenciales no 
elimina necesariamente las barreras sociales y relacionales que condicionan el acceso 
efectivo a la vivienda. En este sentido, la autonomía residencial queda articulada sobre 
todo como acceso a recursos y servicios (Serrano Argüeso 2025), más que como 
capacidad efectiva de influencia sobre las decisiones que organizan la experiencia 
residencial. 

5. Discusión 

El Plan Estatal de Vivienda 2026-2030 representa un cambio relevante en la forma en que 
la política estatal de vivienda incorpora la discapacidad dentro de sus prioridades 
normativas y financieras. Frente a planes anteriores, el articulado reconoce 
explícitamente la institucionalización y la segregación residencial como problemáticas 
públicas, incorpora la accesibilidad cognitiva entre las actuaciones subvencionables y 
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financia soluciones residenciales comunitarias y tecnologías de apoyo orientadas a la 
vida independiente. Estas medidas muestran una ampliación del concepto de 
accesibilidad y un mayor reconocimiento institucional de las necesidades residenciales 
de las PDI. El Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI) 
ha insistido en la necesidad de reorientar las políticas públicas de vivienda hacia 
modelos genuinamente comunitarios, evitando la reproducción de soluciones 
segregadoras y reforzando la participación de las propias personas con discapacidad en 
las decisiones que afectan a su vida residencial (Huete García 2022, CERMI 2023). 

El análisis realizado muestra que el principal desajuste entre el Plan y los discursos de 
las PDI no se sitúa en el reconocimiento formal del derecho a la vivienda (Gavara 2024), 
sino en la forma en que la autonomía residencial es operacionalizada institucionalmente. 
Esta concepción más relacional y cotidiana de la autonomía apenas encuentra traducción 
explícita en el articulado del Plan. 

 En nuestro caso y en consonancia con Huete García (2022) y Asís et al. (2024), las 
tensiones identificadas sugieren que el problema contemporáneo de la inclusión 
residencial ya no se limita exclusivamente a la oposición entre institución y comunidad, 
sino también a cómo las políticas públicas definen, administran y distribuyen la 
capacidad de decisión dentro de entornos formalmente inclusivos. 

Esta tensión no es exclusiva del ámbito residencial, sino que forma parte de un debate 
más amplio presente en el ordenamiento jurídico español. Ginés Castellet (2025) 
demuestra que, pese a la proclamación de igualdad de capacidad jurídica contenida en 
la Ley 8/2021, las normas específicas sobre anulabilidad contractual revelan que la 
brecha entre capacidad formal y capacidad práctica de decisión persiste en el derecho 
civil español. El Plan reproduce esta misma lógica en el ámbito residencial: reconoce 
institucionalmente la exclusión residencial e incorpora instrumentos de accesibilidad y 
financiación, pero no desarrolla mecanismos de toma de decisiones apoyada que 
permitan a las PDI ejercer control efectivo sobre las decisiones que organizan su vida 
residencial. Esta ausencia es relevante desde la perspectiva del art. 12 CDPD, que no solo 
obliga a reconocer la capacidad jurídica en igualdad de condiciones, sino a proveer los 
apoyos necesarios para su ejercicio efectivo. 

Esta interpretación resulta especialmente relevante a la luz de la reciente reforma del 
artículo 49.2 de la Constitución Española. Como señala Herrán Ortiz (2025), el nuevo 
mandato constitucional de promover la autonomía personal y la inclusión social de las 
personas con discapacidad no puede entenderse como una mera declaración 
programática, sino que exige el desarrollo de medidas legales y económicas efectivas 
capaces de garantizar el ejercicio real de los derechos reconocidos. Desde esta 
perspectiva, las tensiones identificadas en torno a la participación, la autodeterminación 
y el control sobre los apoyos residenciales adquieren una especial relevancia, al situar el 
debate no solo en el plano de la accesibilidad o la provisión de recursos, sino también en 
el de las condiciones institucionales necesarias para hacer efectiva la autonomía 
residencial en igualdad de condiciones. 

Las experiencias relatadas por las PDI sitúan en un lugar central dimensiones vinculadas 
con el reconocimiento social, la intimidad y el sentido de pertenencia vecinal, aspectos 
que la literatura reciente identifica como elementos centrales de la experiencia subjetiva 
del hogar en PDI (Chinn et al. 2024). La inclusión residencial implica no solo habitar 
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físicamente en la comunidad, sino hacerlo en condiciones de normalización, 
reconocimiento y ciudadanía en igualdad de condiciones. Asimismo, la autonomía 
residencial se vincula menos a la ausencia de apoyos que a la capacidad de ejercer control 
sobre ellos y adaptarlos a las necesidades cotidianas de cada persona. 

El análisis sugiere que el Plan Estatal de Vivienda 2026-2030 avanza significativamente 
en la incorporación institucional de la discapacidad dentro de la política estatal de 
vivienda, especialmente en dimensiones vinculadas con accesibilidad, apoyos e 
inclusión comunitaria. No obstante, las tensiones y vacíos identificados muestran que 
dimensiones relacionadas con la autodeterminación cotidiana, la participación efectiva 
y la experiencia subjetiva del habitar continúan ocupando un lugar secundario dentro 
de un modelo de política residencial todavía fuertemente estructurado desde lógicas 
administrativas, técnicas y prestacionales. 

6. Limitaciones  

A pesar del rigor en el diseño interpretativo, esta investigación presenta limitaciones que 
deben ser consideradas para la correcta valoración de los hallazgos. La naturaleza 
cualitativa del estudio y el tamaño de la muestra (51 PDI) no permiten la generalización 
estadística de los resultados a toda la población con discapacidad intelectual en España, 
si bien ofrecen una profundidad analítica alineada con los Critical Disability Studies. El 
análisis documental se ha circunscrito a un único instrumento normativo, el Real Decreto 
326/2026, por lo que no agota la complejidad de otras normativas autonómicas que 
podrían matizar la implementación de la política de vivienda. Por último, aunque la 
selección de los grupos focales siguió una estrategia de máxima variación territorial, las 
experiencias recogidas están situadas en contextos urbanos y de entidades específicas, 
lo que podría omitir realidades residenciales propias de entornos rurales o de personas 
con necesidades de apoyo más extensas que no accedieron a la convocatoria. Resaltar 
que las limitaciones se toman como oportunidades y líneas futuras de investigación.  

7. Conclusiones 

El análisis realizado evidencia que las transformaciones incorporadas por el Plan Estatal 
de Vivienda 2026-2030 se concentran principalmente en dimensiones materiales, técnicas 
y organizativas de la política de vivienda. Sin embargo, el estudio sugiere que la 
ampliación de recursos y tipologías residenciales inclusivas no garantiza, por sí misma, 
experiencias efectivas de autonomía y ciudadanía plena para las PDI.  

La limitada presencia de las PDI, y de las organizaciones que las representan, en los 
espacios donde se diseñan las políticas residenciales que organizan sus vidas sugieren 
la necesidad de avanzar hacia modelos de política residencial que incorporen su 
participación efectiva. En este sentido, la futura normativa debe institucionalizar la 
presencia de las PDI mediante la reforma de la Disposición Adicional 9ª del Plan, para 
que dicha participación sea sustantiva y no meramente nominal. Se propone que el 
Consejo Asesor de Vivienda incorpore una cuota obligatoria y paritaria de 
representantes de organizaciones de PDI, dotándoles de capacidad de veto y codecisión 
sobre los indicadores de evaluación residencial y el diseño de las convocatorias de 
ayudas. Así como el control sobre los apoyos y la toma de decisiones en su vida. En 
términos de coproducción compatible con el enfoque de derechos, es necesario 
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implementar Grupos de Validación de Accesibilidad Cognitiva. Estos grupos, 
integrados y liderados por PDI, deben tener la función técnica de certificar la 
comprensibilidad de todos los procedimientos administrativos de solicitud y 
adjudicación, garantizando que la barrera cognitiva identificada en los resultados sea 
eliminada desde el propio diseño del proceso y no solo como una adaptación a posteriori.  

En este sentido, las experiencias y prioridades expresadas por las propias PDI son un 
elemento central para comprender cómo se construyen, negocian y experimentan los 
procesos contemporáneos de inclusión residencial y desinstitucionalización. Por lo 
tanto, las políticas públicas para las personas con discapacidad deben coordinarse desde 
los cinco pilares del estado del bienestar (sanidad, educación, pensiones, servicios 
sociales y vivienda) para lograr la plena inclusión de las personas con discapacidad en 
línea con la Estrategia Estatal sobre Discapacidad 2022-2030. La plena inclusión requiere 
que la política residencial del Plan (art. 60) transite hacia modelos de presupuestos 
residenciales personalizados. Este mecanismo de coproducción financiera permitiría que 
la PDI ejerza el control real sobre quién, cuándo y cómo presta los apoyos en su hogar, 
transformando la «vivienda con apoyo» en una experiencia de autodeterminación 
cotidiana que evite las dinámicas de tutela postinstitucional detectadas. 

La inclusión residencial real tiene garantizar el derecho a la intimidad y la normalización 
vecinal, se propone la modificación del artículo 153 para permitir una excepción 
participativa. Los residentes deben tener la potestad de decidir sobre la exhibición de 
cartelería institucional en sus viviendas, pudiendo sustituir los marcadores físicos 
estigmatizantes por sistemas de transparencia digital, salvaguardando así su condición 
de ciudadanos de pleno derecho en igualdad de condiciones con el resto de la vecindad.  

El estudio establece además una base inicial para futuras investigaciones orientadas a 
analizar cómo las distintas comunidades autónomas reinterpretan e implementan el 
articulado del Plan, así como el grado en que incorporan mecanismos de participación 
efectiva, accesibilidad cognitiva y modelos de apoyo coherentes con los principios de 
vida independiente y desinstitucionalización.  
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